


 
 

 

Segundo. Celebrada audiencia previa el 7 de septiembre de 

2020 a las 13:00 horas ésta ha quedado grabada con los medios 

técnicos con los que cuenta este Juzgado, habiéndose señalado 

para la celebración del juicio el 14 de diciembre de 2020 a 

las 10:00 horas. 

 

Tercero. En el acto del juicio se practicó la prueba 
admitida en la audiencia previa y que se contiene en la 
grabación en soporte audiovisual. 

 

HECHOS PROBADOS 

 

     contrató con VODAFONE 

ESPAÑA S.A. servicio Vodafone One fibra e internet para los 

números de teléfono    y    y, 

posteriormente, contrató servicio de televisión  y el 

número móvil . 

 

En la factura de 01 de septiembre de 2017 se le efectuaron 

cargos por servicios premium que     

 manifiesta no haber contratado y VODAFONE ESPAÑA S.A. 

afirma que sí contrató. 

 

El día 26 de enero de 2018 se realizó, a solicitud de  

   , la portabilidad de las líneas 

de móvil desde VODAFONE ESPAÑA S.A. a otra compañía. 

 

El teléfono fijo y la fibra fueron dados de baja por 

VODAFONE ESPAÑA S.A. el día 13 de diciembre de 2018. 

 

A instancia de VODAFONE ESPAÑA S.A.,    

  fue inscrito en el registro ASNEF EQUIFAX el 27 

de septiembre de 2018, y en el registro EXPERIAN BADEXCUG el 

04 de noviembre de 2018. Igualmente fue dado de baja a 

instancia de VODAFONE ESPAÑA S.A. el 04 de febrero de 2020 en 

ambos registros. 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

Primero. Ejercita la parte actora acción por vulneración 

de su derecho al honor contra la compañía telefónica por 

haberlo incluido indebidamente en los ficheros de morosos 

indicados en los hechos probados de esta resolución y pretende 

que así se declare y se condene a la demandada al abono de una 

indemnización de 12 mil euros. 

 

La demandada contesta y se opone a los argumentos de la 

actora y afirma haber procedido debidamente, considerando que 

lo que el actor pretende es lucrarse a su costa. 
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El Ministerio Fiscal se remitió al resultado de la prueba 

y, en conclusiones, solicitó la estimación íntegra de la 

demanda. 

 

Segundo. La normativa aplicable es la LO 15/1999, que 

estaba en vigor cuando se efectuaron las inscripciones del 

demandante. 

 

Aun cuando se trata de materia conocida por las partes, 

consideramos adecuado citar y extractar: 

 

• SAP A Coruña Sección 5ª, Sentencia 165/2019 de 17 Abr. 

2019, Rec. 225/2018: 

 

En la materia examinada de derecho al honor de las personas 

por inclusión de datos personales en los ficheros de morosos o 

solvencia patrimonial y de crédito, se sigue, básicamente, el 

denominado principio de calidad de los datos en los "registros 

de morosos", habida cuenta de los derechos afectados y la 

trascendencia que puede tener para la persona incluida, 

debiendo ser los datos exactos, adecuados, pertinentes y 

proporcionados en atención a la finalidad del fichero. 

 

Al respecto dice, entre otras cosas, la sentencia del Tribunal 

Supremo de 22 de diciembre de 2015 (caso de inclusión en 

ficheros respecto de deuda controvertida sometida a proceso 

arbitral): 

 

"Los datos deben ser exactos, adecuados, pertinentes y 

proporcionados a los fines para los que han sido recogidos y 

tratados. El art. 4 LOPD , desarrollando las normas del 

Convenio núm. 108 del Consejo de Europa y la Directiva 

1995/46/CE, de 24 octubre, del Parlamento Europeo y del 

Consejo de la Unión Europea, de protección de las personas 

físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 

y a la libre circulación de estos datos, exige que los datos 

personales recogidos para su tratamiento sean adecuados, 

pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito y las 

finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las que 

se hayan obtenido, exactos y puestos al día de forma que 

respondan con veracidad a la situación actual del afectado, y 

prohíbe que sean usados para finalidades incompatibles con 

aquellas para las que los datos hubieran sido recogidos. 

(...) 

 

El art. 29.4 LOPD establece que " sólo se podrán registrar y 

ceder los datos de carácter personal que sean determinantes 

para enjuiciar la solvencia económica de los interesados y que 

no se refieran, cuando sean adversos, a más de seis años, 
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siempre que respondan con veracidad a la situación actual de 

aquéllos ". 

 

Los arts. 38 y 39 del Real Decreto 1720/2007, de 21 de 

diciembre , por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo 

de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección 

de datos de carácter personal, al desarrollar, valga la 

redundancia, el art. 29 LOPD , exigen para la inclusión en los 

ficheros de datos de carácter personal que sean determinantes 

para enjuiciar la solvencia económica del afectado, la 

existencia previa de una deuda cierta, vencida, exigible, que 

haya resultado impagada, y que se haya requerido de pago al 

deudor, informándole que en caso de no producirse el pago en 

el término previsto para ello y cumplirse los demás 

requisitos, los datos relativos al impago podrán ser 

comunicados a ficheros relativos al cumplimiento o 

incumplimiento de obligaciones dinerarias. 

(...) 

 

El requisito del previo requerimiento de pago con advertencia 

de inclusión en un registro de morosos. No se trata 

simplemente de un requisito "formal", de modo que su 

incumplimiento solo pueda dar lugar a una sanción 

administrativa. Se trata de un requisito que responde a la 

finalidad del fichero automatizado sobre incumplimiento de 

obligaciones dinerarias, que no es simplemente un registro 

sobre deudas, sino sobre personas que incumplen sus 

obligaciones de pago porque no pueden afrontarlas o porque no 

quieren hacerlo de modo injustificado. Con este requerimiento 

se impide que sean incluidos en estos registros personas que 

por un simple descuido, por un error bancario al que son 

ajenas, o por cualquier otra circunstancia de similar 

naturaleza, han dejado de hacer frente a una obligación 

dineraria vencida y exigible sin que ese dato sea pertinente 

para enjuiciar su solvencia". 

 

• SAP A Coruña, Secc. 6ª, de 30 de septiembre de 2020, rec 

163/2020: 

 

SEGUNDO- En cuanto la doctrina jurisprudencial rectora en esta 

materia, y en particular sobre la relevancia del requerimiento 

al deudor para que salde la deuda con la prevención de su 

eventual inclusión en la base de datos de morosidad, hemos de 

citar la STS 25 de abril de 2019 nº 245/2019 que expresa: " 

1.- La atribución a una persona de la condición de "moroso", y 

la comunicación de esta circunstancia a terceras personas, 

afecta al honor de la persona a la que se realiza la 

imputación, porque existe una valoración social negativa de 

las personas incluidas en estos registros y porque la 
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imputación de ser "moroso" lesiona la dignidad de la persona, 

menoscaba su fama y atenta a su propia estimación. Así lo 

venimos afirmando desde la sentencia 284/2009, de 24 de abril, 

del pleno de la sala . 

 

2.- El art. 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982, sobre protección 

civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar 

y a la propia imagen (en lo sucesivo, Ley Orgánica 1/1982), 

prevé que "no se apreciará la existencia de intromisión 

ilegítima en el ámbito protegido cuando estuviere expresamente 

autorizada por Ley...". De ahí que la actuación "autorizada 

por la ley" excluya la ilegitimidad de la afectación del 

derecho al honor provocada por la comunicación de los datos 

personales del supuesto "moroso" a un fichero sobre 

incumplimiento de obligaciones dinerarias. 

 

3.- El cumplimiento de la normativa que regula la protección 

de datos de carácter personal es, por tanto, determinante para 

decidir si, en el caso de inclusión de los datos de una 

persona física en un registro de morosos, la afectación del 

derecho al honor constituye o no una intromisión ilegítima. Si 

el tratamiento de los datos ha sido acorde con las exigencias 

de dicha legislación (es decir, si el afectado ha sido 

incluido correctamente en el registro de morosos), no puede 

considerarse que se haya producido una intromisión ilegítima 

porque la afectación del honor estaría "expresamente 

autorizada por la Ley". 

 

4.- La normativa que debe servir para enjuiciar la legitimidad 

de la afectación del derecho al honor provocada por la 

inclusión de los datos en un registro de morosos es, por la 

fecha en que sucedieron los hechos, la constituida por el art. 

18.4 de la Constitución, el Convenio núm. 108 del Consejo de 

Europa, el art. 8 de la Carta de Derechos Fundamentales, la 

Directiva 1995/46/CE, la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y el 

Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, que aprueba el 

Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre de 1999, de protección de datos de carácter 

personal. 

 

5.- En la sentencia 267/2014, de 21 de mayo, declaramos que el 

tratamiento de los datos referidos al incumplimiento de 

obligaciones dinerarias merece una regulación específica en la 

ley, por las especiales características que presenta. 

 

Conforme al art. 29 LOPD , podrán tratarse no solo los datos 

de carácter personal obtenidos de los registros y las fuentes 

accesibles al público establecidos al efecto o procedentes de 
 

 

 

 

 
 

5 



 
 

 

informaciones facilitadas por el interesado o con su 

consentimiento (apartado primero del precepto), sino también 

los relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones 

dinerarias facilitados por el acreedor o por quien actúe por 

su cuenta o interés, notificándoselo a los interesados cuyos 

datos se hayan registrado en ficheros (apartado segundo). 

 

6.- Como regla general, el tratamiento de los datos de 

carácter personal requiere el consentimiento inequívoco del 

afectado (art. 6.1 LOPD, 7.a de la Directiva y 8.2 de la Carta 

de Derechos Fundamentales de la Unión Europea). Como 

excepción, dicho tratamiento puede realizarse sin el 

consentimiento del afectado cuando ello sea necesario para la 

satisfacción del interés legítimo perseguido por el 

responsable del tratamiento o por el tercero o terceros a los 

que se comuniquen los datos, siempre que la ley lo disponga 

(art. 6.1 LOPD) y no prevalezca el interés o los derechos y 

libertades fundamentales del interesado (art. 7.f de la 

Directiva), lo que encaja en el "otro fundamento legítimo 

previsto por la ley", como justificación del tratamiento de 

los datos, alternativa al consentimiento de la persona 

afectada, previsto en el art. 8.2 de la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea. 

 

La previsión en el art. 29.2 LOPD de que pueden tratarse los 

datos personales relativos al cumplimiento o incumplimiento de 

obligaciones dinerarias facilitados por el acreedor sin el 

consentimiento del afectado se acoge a esta excepción. 

 

7.- Si, como es el caso de los "registros de morosos", la 

inclusión de datos personales en el fichero se hace 

excepcionalmente sin el consentimiento del afectado y si, 

además, por la naturaleza del fichero, la inclusión en él de 

los datos personales del afectado puede vulnerar, junto con el 

derecho del art. 18.4 de la Constitución, otros derechos 

fundamentales y causar graves daños morales y patrimoniales a 

los afectados, no pueden rebajarse las exigencias en cuanto a 

calidad de los datos ni establecerse restricciones u 

obstáculos adicionales de los derechos de información, 

oposición, cancelación y rectificación que le reconocen con 

carácter general el Convenio, la Directiva y la LOPD, por 

cuanto que ello supondría restringir de un modo injustificado 

el derecho de control sobre los propios datos personales que 

los citados preceptos constitucionales, convencionales 

internacionales y comunitarios, reconocen a todo ciudadano. 

 

8.- No es, por tanto, correcta la falta de trascendencia que, 

respecto de la acción de protección del honor ejercitada, la 

sentencia recurrida ha atribuido al incumplimiento del 
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requisito establecido en los arts. 38.1.c y 39 del Reglamento, 

consistente en que, para incluir en estos ficheros de morosos 

los datos de carácter personal determinantes para enjuiciar la 

solvencia económica del afectado, es preciso que previamente 

se haya requerido de pago al deudor y se le haya informado 

que, de no producirse el pago, los datos relativos al impago 

podrán ser comunicados al registro de morosos. Ni es correcto 

afirmar que la vulneración del derecho al honor se produce 

exclusivamente cuando se comunican al registro de morosos los 

datos relativos a una deuda inexistente, por cuanto que, como 

hemos declarado reiteradamente, los ficheros automatizados del 

art. 29 LOPD no son meros registros de deudas. 

 

9.- En la sentencia 740/2015, de 22 diciembre, hemos declarado 

que el requisito del requerimiento de pago previo no es 

simplemente un requisito "formal", de modo que su 

incumplimiento solo pueda dar lugar a una sanción 

administrativa. El requerimiento de pago previo es un 

requisito que responde a la finalidad del fichero automatizado 

sobre incumplimiento de obligaciones dinerarias, que no es 

simplemente un registro sobre deudas, sino sobre personas que 

incumplen sus obligaciones de pago porque no pueden 

afrontarlas o porque no quieren hacerlo de modo injustificado. 

Con la práctica de este requerimiento se impide que sean 

incluidas en estos registros personas que, por un simple 

descuido, por un error bancario al que son ajenas, o por 

cualquier otra circunstancia de similar naturaleza, han dejado 

de hacer frente a una obligación dineraria vencida y exigible 

sin que ese dato sea pertinente para enjuiciar su solvencia. 

Además, les permite ejercitar sus derechos de acceso, 

rectificación, oposición y cancelación. 

(…) 

 

En cuanto a la específica cuestión de la calidad de los datos 

en los registros de morosos, podemos citar la STS 01 de marzo 

de 2016 nº 114/2016 que establece al respecto: " 1.- 

Jurisprudencia de la Sala sobre el tratamiento de datos 

personales en los ficheros sobre solvencia patrimonial. 

 

Esta Sala ha establecido una jurisprudencia relativamente 

extensa sobre la vulneración del derecho al honor como 

consecuencia de la inclusión de los datos personales en un 

fichero de incumplimiento de obligaciones dinerarias sin 

respetar las exigencias derivadas de la normativa de 

protección de datos personales, en sentencias entre las que 

pueden citarse las 660/2004, de 5 de julio, 284/2009, de 24 de 

abril , 226/2012, de 9 de abril , 13/2013, de 29 de enero , 

176/2013, de 6 de marzo , 12/2014, de 22 de enero , 28/2014, 

de 29 de enero , 267/2014, de 21 de mayo , 307/2014, de 4 de 
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junio , 312/2014, de 5 de junio , 671/2014, de 19 de noviembre 

, 672/2014, de 19 de noviembre , 692/2014, de 3 de diciembre , 

696/2014, de 4 de diciembre ,65/2015, de 12 de mayo, 81/2015, 

de 18 de febrero , 452/2015 y 453/2015, ambas de 16 de julio , 

y 740/2015, de 22 de diciembre . 

 

En lo que aquí interesa, hemos declarado en estas sentencias 

que uno de los ejes fundamentales de la regulación del 

tratamiento automatizado de datos personales es el que ha 

venido en llamarse "principio de calidad de los datos". Los 

datos deben ser exactos, adecuados, pertinentes y 

proporcionados a los fines para los que han sido recogidos y 

tratados. El art. 4 LOPD , desarrollando las normas del 

Convenio núm. 108 del Consejo de Europa y la Directiva 

1995/46/CE, de 24 octubre, del Parlamento Europeo y del 

Consejo de la Unión Europea, de protección de las personas 

físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 

y a la libre circulación de estos datos, exige que los datos 

personales recogidos para su tratamiento sean adecuados, 

pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito y las 

finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las que 

se hayan obtenido, exactos y puestos al día de forma que 

respondan con veracidad a la situación actual del afectado, y 

prohíbe que sean usados para finalidades incompatibles con 

aquellas para las que los datos hubieran sido recogidos. 

 

2.- La calidad de los datos en los registros de morosos. 

 

Este principio, y los derechos que de él se derivan para los 

afectados, son aplicables a todas las modalidades de 

tratamiento automatizado de datos de carácter personal. Pero 

tienen una especial trascendencia cuando se trata de los 

llamados "registros de morosos", esto es, los ficheros de 

«datos de carácter personal relativos al cumplimiento o 

incumplimiento de obligaciones dinerarias facilitados por el 

acreedor o por quien actúe por su cuenta o interés». 

 

El art. 29.4 LOPD establece que «sólo se podrán registrar y 

ceder los datos de carácter personal que sean determinantes 

para enjuiciar la solvencia económica de los interesados y que 

no se refieran, cuando sean adversos, a más de seis años, 

siempre que respondan con veracidad a la situación actual de 

aquéllos». 

 

Los arts. 38 y 39 del Real Decreto 1720/2007, de 21 de 

diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo 

de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección 

de datos de carácter personal, al desarrollar, valga la 

redundancia, el art. 29 LOPD , exigen para la inclusión en los 
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ficheros de datos de carácter personal que sean determinantes 

para enjuiciar la solvencia económica del afectado, la 

existencia previa de una deuda cierta, vencida, exigible, que 

haya resultado impagada, y que se haya requerido de pago al 

deudor, informándole que en caso de no producirse el pago en 

el término previsto para ello y cumplirse los demás 

requisitos, los datos relativos al impago podrán ser 

comunicados a ficheros relativos al cumplimiento o 

incumplimiento de obligaciones dinerarias. 

 

3.- El principio de calidad de datos no se limita a exigir la 

veracidad de la deuda. La pertinencia de los datos en atención 

a la finalidad del fichero. 

 

Los datos que se incluyan en estos registros de morosos han de 

ser ciertos y exactos. Pero no basta con el cumplimiento de 

esos requisitos para satisfacer las exigencias del principio 

de calidad de los datos en este tipo de registros. Hay datos 

que pueden ser ciertos y exactos sin ser por ello pertinentes, 

pues no son determinantes para enjuiciar la solvencia 

económica de los interesados. 

 

Las sentencias de esta Sala 13/2013, de 29 de enero, 672/2014, 

de 19 de noviembre, y 740/2015, de 22 de diciembre, realizan 

algunas consideraciones generales sobre esta cuestión, al 

declarar que la LOPD descansa en principios de prudencia, 

ponderación y sobre todo, de veracidad, de modo que los datos 

objeto de tratamiento deben ser auténticos, exactos, veraces y 

deben estar siempre actualizados, y por ello el interesado 

tiene derecho a ser informado de los mismos y a obtener la 

oportuna rectificación o cancelación en caso de error o 

inexactitud, y en cuanto a obligaciones dinerarias se refiere, 

la deuda debe ser además de vencida y exigible, cierta, es 

decir, inequívoca, indudable, siendo necesario además el 

previo requerimiento de pago; por tanto no cabe inclusión de 

deudas inciertas, dudosas, no pacíficas o sometidas a litigio, 

bastando para ello que aparezca un principio de prueba 

documental que contradiga su existencia o certeza. 

 

Si la deuda es objeto de controversia, porque el titular de 

los datos considera legítimamente que no debe lo que se le 

reclama y la cuestión está sometida a decisión judicial o 

arbitral, la falta de pago no es indicativa de la insolvencia 

del afectado. Puede que la deuda resulte finalmente 

reconocida, en todo o en parte, por la sentencia o el laudo 

arbitral y por tanto pueda considerarse como un dato veraz. 

Pero no era un dato pertinente y proporcionado a la finalidad 

del fichero automatizado, porque este no tiene por finalidad 

la simple constatación de las deudas, sino la solvencia 
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patrimonial de los afectados. Por ello solo es pertinente la 

inclusión en estos ficheros de aquellos deudores que no pueden 

o no quieren, de modo no justificado, pagar sus deudas, pero 

no aquellos que legítimamente están discutiendo con el 

acreedor la existencia y cuantía de la deuda. (…)”. 

 

Tercero. A la vista de la prueba practicada llegamos a la 

conclusión de que existió una discrepancia entre el demandante 

y la demandada acerca de la contratación o no de unos 

servicios premium que generaron una deuda de 17,03€ a favor de 

VODAFONE. Es perfectamente creíble que el demandado no tenga 

el contrato y que éste se hubiese formalizado de manera 

telefónica, sin que la demandada lo hubiese aportado a las 

actuaciones. A pesar de ello, los pantallazos de la 

contestación a la demanda al respecto acreditarían el alta y 

la baja de dichos servicios. A raíz de ahí se observan 

continuos contactos desde los teléfonos del demandante con el 

teléfono de atención al cliente de la demandada -123-, por 

ejemplo en las facturas de 01 de noviembre de 2017 o de 01 de 

enero de 2018. En consecuencia, consideramos que la deuda 

inicial no era cierta o, al menos, la demandada no consigue 

acreditar que explicó al demandante, y que éste lo hubiera 

aceptado, la procedencia de los cargos por los servicios 

premium. Es por ello que esta deuda no reunía los requisitos 

para acceder a los registros de morosos, y prueba de ello es 

que el demandante acudió ante Consumo para efectuar una 

reclamación frente a la demandada. 

 

Tras este inicio de conflictivas relaciones, el demandado 

efectuó una portabilidad a otra compañía, pero solo lo hizo de 

las líneas móviles, sin que lo hubiera hecho de la línea fija 

y de la fibra, en la que debemos considerar incluida la 

televisión. Ello motivó que la demandada continuase prestando 

servicios contractuales que el demandante no abonó y que dio 

lugar a una deuda total de 352,74€, que es la que motivó la 

inclusión en los ficheros. 

 

Esta deuda, salvando los 17,03€ por servicios premium, sí 

reunía los requisitos para su inclusión en los ficheros de 

morosos por cuanto el   siguió recibiendo las 

facturas de VODAFONE, con sus conceptos indubitadamente 

explicitados, sin que pueda alegar desconocimiento del motivo 

por el que la demandada le facturaba. Es más, reconoció, en su 

interrogatorio, que se enfadó y que no las pagó, y se mostró 

evasivo sobre la portabilidad del fijo y fibra. 

 

En definitiva, salvo por los costes de los servicios 

premium, resulta acreditado que la deuda reunía los requisitos 

para poder acceder a los registros de morosos, salvo por lo 
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que diremos en cuanto a la comunicación o requerimiento 

previo. 

 

Cuarto. Recordando lo que las sentencias anteriormente 

citadas exponen sobre el particular -el subrayado es nuestro-, 

el requerimiento previo a la inscripción es un requisito 

sustancial y, en el caso que nos ocupa, la parte demandada no 

logra acreditar que dicha comunicación y requerimiento al 

deudor hubiesen tenido lugar con carácter previo a las 

respectivas inscripciones, que tuvieron lugar en las fechas 

indicadas en los hechos probados -septiembre y noviembre de 

2018-. Únicamente se reconoce por el demandante una 

comunicación fechada el 27 de diciembre de 2018, mientras que 

VODAFONE pretende haber notificado y requerido en junio de 

2018 al . 

 

La demandada no acredita la recepción por parte del 

demandante del requerimiento previo, pues si bien aporta unos 

certificados de ausencia de error o contingencia en los envíos 

tramitados por empresas contratadas al efecto, ello no 

equivale necesariamente a que     

 hubiese recibido efectivamente tal requerimiento. Y es 

que estamos en presencia de requisitos cuyo incumplimiento 

darían lugar a una vulneración de derecho fundamental, por lo 

que no basta con la alta probabilidad de que se hubiera 

entregado. La comunicación ha de ser recepticia, de ahí que el 

proceder de VODAFONE y el modo de pretender haber cumplido los 

requisitos legales previos a la cesión de datos a los 

registros, el requerimiento previo, haya de ser incontestable, 

y, de no serlo, han de tenerse por no cumplidos, como 

concluimos en la presente sentencia. No es admisible apelar a 

la casualidad de que, habiéndose remitido y aceptado todas las 

comunicaciones en la dirección del demandante, solo la del 

requerimiento previo no se hubiese recibido. El parámetro 

legal de cumplimiento del requisito del previo requerimiento 

es mucho más estricto, pues incumplirlo determina la ilicitud 

de la inclusión en los ficheros y, en consecuencia, la 

vulneración del derecho al honor, por más que la deuda parezca 

cumplir los requisitos para su acceso al registro. 

 

Quinto. Consecuencia de lo anterior es que, habiendo visto 

vulnerado su derecho al honor el demandante, proceda una 

compensación económica así como la práctica, definitiva, de 

las actuaciones necesarias para excluir al demandante de los 

ficheros de morosos en los que estaba inscrito -y que en el 

momento de presentación de la demanda estaban vigentes-. 

 

Sobre el particular también reproducimos parcialmente la 

SAP A Coruña de 30 de septiembre de 2020, rec 163/2020: 
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“Cuarto.- A- Respecto del importe de la indemnización, el art. 

9.3 LO 1/82 vigente desde 2010 establece que "la existencia de 
perjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión 

ilegítima. La indemnización se extenderá al daño moral, que se 

valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la 

gravedad de la lesión efectivamente producida, para lo que se 

tendrá en cuenta, en su caso, la difusión o audiencia del 

medio a través del que se haya producido". 

 

Como hicimos en la sentencia de esta sección de 26 de 

diciembre de 2019, rollo 357/2019, procede invocar al respecto 

la doctrina de la Tribunal Supremo de 23 de abril de 2019 nº 

237/19, que en su Fundamento Jurídico SEGUNDO señala que "la 

inclusión de los datos de una persona en un registro de 

morosos sin cumplirse los requisitos establecidos por la LOPD, 

sería indemnizable en primer lugar la afectación a la dignidad 

en su aspecto interno o subjetivo, y en el externo u objetivo 

relativo a la consideración de las demás personas. Para 

valorar este segundo aspecto afirma la sentencia núm. 81/2015, 

de 18 de febrero, que ha de tomarse en consideración la 

divulgación que ha tenido tal dato, pues no es lo mismo que 

sólo hayan tenido conocimiento los empleados de la empresa 

acreedora y los de las empresas responsables de los registros 

de morosos que manejan los correspondientes ficheros, a que el 

dato haya sido comunicado a un número mayor o menor de 

asociados al sistema que hayan consultado los registros de 

morosos. También sería indemnizable el quebranto y la angustia 

producida por las gestiones más o menos complicadas que haya 

tenido que realizar el afectado para lograr la rectificación o 

cancelación de los datos incorrectamente tratados. La 

sentencia 512/2017, de 21 de septiembre, declara que una 

indemnización simbólica, en función de las circunstancias que 

concurren, tiene un efecto disuasorio inverso: "No disuade de 

persistir en sus prácticas ilícitas a las empresas que 

incluyen indebidamente datos personales de sus clientes en 

registros de morosos, pero sí disuade de entablar una demanda 

a los afectados que ven vulnerado su derecho al honor puesto 

que, con toda probabilidad, la indemnización no solo no les 

compensará el daño moral sufrido sino que es posible que no 

alcance siquiera a cubrir los gastos procesales si la 

estimación de su demanda no es completa". 

 

Si se pone en relación el quantum a indemnizar con la escasa 

trascendencia, por ser pequeña la deuda, tenemos declarado ( 

sentencia 81/2015 de 18 de febrero ) que no puede aceptarse el 

argumento de que la inclusión de datos sobre una deuda de 

pequeña entidad en un registro de morosos no supone una 

intromisión ilegítima en el derecho al honor de una 
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trascendencia considerable (y por tanto no puede dar lugar más 

que a una pequeña indemnización) porque claramente muestra que 

no responde a un problema de solvencia sino a una actuación 

incorrecta del acreedor. La inclusión en registros de morosos 

por deudas de pequeña cuantía es correcta y congruente con la 

finalidad de informar sobre la insolvencia del deudor y el 

incumplimiento de sus obligaciones dinerarias. Y cuando tal 

inclusión se ha las exigencias del principio de calidad de los 

datos, y que por tanto es cierto que el afectado ha dejado de 

cumplir sus obligaciones dinerarias. Por tanto, la escasa 

cuantía de la deuda no disminuye la importancia del daño moral 

que le causó a la demandante la inclusión en los registros de 

morosos. Tampoco cabe tener en cuenta que no conste que la 

citada inclusión le haya impedido a la recurrente acceder a 

créditos o servicios. Precisamente la información sobre 

incumplimiento de obligaciones dinerarias que se incluye en 

estos registros va destinada justamente a las empresas 

asociadas a dichos ficheros, que no solo les comunican los 

datos de sus clientes morosos, sino que también los consultan 

cuando alguien solicita sus servicios para evitar contratar y 

conceder crédito a quienes no cumplen sus obligaciones 

dinerarias". 

 

B- Ha de ponderarse que según los oficios de las entidades 

gestoras de los ficheros la persistencia en las bases, además 

de su duplicidad, ha de considerarse prolongada; que las 

consultas a las mismas han sido muy reducidas (aparte de las 

dimanantes de la propia entidad, solo otra entidad consta que 

las haya realizado); y que la actitud de la entidad crediticia 

ha provocado una actividad reactiva plasmada en las 

reclamaciones documentadas, coherente con un situación de 

desgaste y tensión anímica ligada a la actuación de la 

entidad. 

 

No obstante, también ha de tenerse presente que, aunque no 

fuera justa ni adecuada la actuación de la entidad bancaria, 

el hecho objetivo es que la demandante no ha pagado la deuda 

derivada del préstamo, ni consta que tras la segunda inclusión 

de la deuda en los ficheros lo hubiera intentado como 

anteriormente había hecho; y que ya se señaló que en el 

comienzo de las anomalías de la relación entre las partes está 

la inoperatividad de la cuenta asociada por morosidad y los 

retrasos en el pago de las cuotas. Todo ello incide, 

reduciendo su gravedad, en la antijuridicidad de la actuación 

lesiva, al producirse en un contexto en el que tampoco existió 

un pleno cumplimiento por la demandante de sus obligaciones. 

 

Por ello, se considera ajustada a las circunstancias 

concurrentes una suma de 3.000 euros, que entendimos como 
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cuantía no simbólica en nuestra resolución antes referida, tal 

como se consideró en la STS 237/19 que en ella se cita. 

 

Los intereses moratorios del art. 1.108 CC. han de devengarse 

desde la interposición de la demanda”. 

 

Sexto. Dado que hemos dicho que la demanda ha de ser 

estimada por incumplimiento del requisito del requerimiento 

previo, no por motivos relativos a la certeza, exigibilidad, 

liquidez y carácter vencido de la deuda -salvo los 17,03€ 

dubitados- tal hecho ha de ser indudablemente tenido en cuenta 

a la hora de valorar la indemnización contemplada en el art. 9 

LO 1/1982 de protección civil del derecho al honor, a la 

intimidad personal y familiar y a la propia imagen. Y es que 

no es lo mismo estar incluido en el fichero de morosos 

debiendo las sumas reclamadas que no debiéndolas o siendo 

controvertidas, de modo que el menoscabo de la fama o propia 

estimación no es igual en un supuesto que en el otro. En el 

caso que nos ocupa, de haberse cumplido el requisito del 

requerimiento previo, la demanda habría sido desestimada, sin 

vulneración del derecho al honor, de manera que, aunque se 

defina como sustancial el requerimiento previo, este 

presupuesto no libera de su condición de deudor al obligado al 

pago, por lo que se cumplirían los demás parámetros legales 

para la inclusión y se habría cumplido con la legislación 

vigente en aquel momento. La información sobre la solvencia 

económica del  era cierta y veraz. 

 

No se acredita, por otra parte, que el demandante hubiese 

perdido la posibilidad de acceder a un préstamo, por más que 

el fichero hubiese sido consultado por una entidad bancaria. 

 

Por todo lo expuesto, y por lo razonado en la SAP A Coruña 

citada, procede únicamente una indemnización de 3.000€, con 

independencia del número de consultas a los ficheros y el 

tiempo de permanencia, dado que, como hemos dicho, la deuda y 

los datos sí reunían los requisitos legalmente exigidos. 

 

Séptimo. De conformidad con lo dispuesto en los art. 1100, 

1101 y 1108 CC y concordantes, habiendo incurrido en mora la 

demandada desde la fecha de presentación de la demanda (01 de 

octubre de 2019), deberá abonar los intereses legales de la 

cantidad objeto de condena. 

 

Octavo. La estimación parcial de la demanda conlleva, por 

aplicación del art. 394.2 LEC, la no expresa imposición de 

costas procesales, sin que se haga mención en el fallo al 

último inciso del apartado primero del suplico, pues es un 
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pronunciamiento meramente declarativo y sin que nada añada la 

petición de “condenándola a estar y pasar por ello”. 

 

Vistos los artículos citados, concordantes, y demás de 

general y pertinente aplicación, en nombre de SM EL REY 

 

FALLO 

 

Que estimando parcialmente la demanda presentada por la 

representación procesal de      

contra VODAFONE ESPAÑA S.A.: 

 

1. Debo declarar y declaro que VODAFONE ESPAÑA S.A. ha 
cometido una intromisión ilegítima en el honor de  

    al mantener sus datos 

indebidamente registrados en el fichero de morosos 

ASNEF EQUIFAX y EXPERIAN BADEXCUG. 

 

2. Y debo condenar y condeno a VODAFONE ESPAÑA S.A.   a 
que pague a      la 

cantidad de tres mil euros (3.000€), con más los 

intereses legales de dicha suma a computar desde la 

fecha de interposición de la demanda, en concepto de 

indemnización por daños morales y patrimoniales 

derivados de su indebida inclusión en los ficheros de 

morosos ASNEF EQUIFAX y EXPERIAN BADEXCUG. 

 

3. Y debo condenar y condeno a VODAFONE ESPAÑA S.A. a 
hacer todos los trámites necesarios para la exclusión 

de      de los ficheros 

de solvencia patrimonial. 

 

No se hace expresa imposición de costas procesales. 

 

La presente resolución no es firme, y frente a ella podrá 

interponerse, por escrito, ante este Juzgado, dentro de los 

VEINTE DÍAS siguientes a su notificación, RECURSO DE APELACIÓN 

para ante la Audiencia Provincial de A Coruña. 

 

Todo el que pretenda interponer recurso contra sentencias o 

autos que pongan fin al proceso o impidan su continuación, 

consignará como depósito 50 euros, si se trata de recurso de 

apelación. 

 

La admisión del recurso precisará que, al prepararse el 

mismo se haya consignado en la oportuna entidad de crédito y 

en la "Cuenta de Depósitos y Consignaciones" abierta a nombre 

del Juzgado o del Tribunal, la cantidad objeto de depósito, lo 

que deberá ser acreditado. 
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No se admitirá a trámite ningún recurso cuyo depósito no 

esté constituido. 

 

Si se estimare total o parcialmente el recurso, en la misma 

resolución se dispondrá la devolución de la totalidad del 

depósito. 

 

Cuando el órgano jurisdiccional inadmita el recurso o 

confirme la resolución recurrida, el recurrente perderá el 

depósito, al que se dará el destino previsto en esta 

disposición. 

 

Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 

 

 

 

 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 
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